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PROYECTO    DE    LEY 
____

Artículo 1°. (Declaración).- Declárase de interés general la prevención y

reducción del impacto ambiental derivado de la utilización de bolsas plásticas,

mediante acciones para desestimular su uso, promover su reuso, reciclado y

otras formas de valorización.

Artículo 2º. (Alcance).- Quedan alcanzadas por la presente ley todas las

bolsas plásticas utilizadas para contener y transportar productos y bienes que:

A) Sean suministradas a un consumidor en cualquier punto de venta o de

entrega; y

B) No sean parte de la presentación del producto, sea al por mayor o menor,

en cualquier rubro, giro o actividad.

Lo anterior salvo las exclusiones que se prevén en el artículo siguiente.

Artículo 3º. (Exclusiones).- Las disposiciones de la presente ley no serán

aplicables, cuando:

A) Por razones de inocuidad o higiene alimenticia, sea necesario utilizar

bolsas plásticas para la contención o el transporte de pescados y carnes,

entendiéndose esta última de acuerdo con la definición contenida en el

artículo 2º del Decreto-Ley Nº 15.605, de 27 de julio de 1984.

B) Se trate de productos o bienes que por su propiedad humectante lo

habilite la reglamentación.

C) Se trate de aquellos bienes y productos que el Ministerio de Vivienda,

Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente autorice de manera fundada

como excepción en la reglamentación.

D) El uso de los bienes o productos requiera mantener la asepsia y no resulte

factible la utilización de un sustituto, de acuerdo a lo que establezca la

reglamentación.

Artículo 4º. (Prohibición).- Prohíbese la fabricación, importación, distribución,

venta y entrega, a cualquier título, de las bolsas plásticas que no sean

compostables o biodegradables.

Artículo 5º. (Certificación).- Las bolsas plásticas autorizadas por la presente

ley solo podrán distribuirse, venderse o entregarse a cualquier título en el

territorio nacional, cuando el fabricante o importador haya obtenido el

correspondiente certificado de cumplimiento que la reglamentación establezca.

Artículo 6º. (Cobro y facturación).- Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer

la obligación de cobro, fijación de un precio mínimo y el modo de facturación de

las bolsas plásticas autorizadas por la presente ley.
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Artículo 7º. (Otras obligaciones).- Los  titulares de los puntos de venta o

entrega donde se suministren bolsas plásticas estarán obligados,  en las

condiciones  que establezca el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial

y Medio Ambiente, a :

A) Promover y participar en campañas de difusión y concientización a la

población sobre el uso responsable y racional de bolsas plásticas y  su

impacto en el cuidado del ambiente.

B) Incluir en las bolsas plásticas que suministre la forma de identificación, el

logo o inscripción que defina la reglamentación.

C) Contar con un sistema de recepción de residuos de bolsas plásticas a

disposición del consumidor.

D) Gestionar los dispositivos de recepción de bolsas plásticas de forma

ambientalmente adecuada y conforme a lo que establezca la

reglamentación.

E) Ofrecer a la venta bolsas reutilizables.

F) Desarrollar acciones tendientes a minimizar el uso de las bolsas plásticas.

Artículo 8º. (Prohibición específica).- Prohíbese la venta o entrega a

cualquier título, en envoltorios plásticos, de diarios, revistas, facturas y otros

objetos similares que la reglamentación establezca.

Artículo 9º. (Plazo).- Las prohibiciones y obligaciones previstas en los

artículos anteriores, se harán exigibles transcurrido un año de la promulgación

de la presente ley o en el plazo que fije la reglamentación.

Este último no podrá exceder el plazo fijado en este artículo.

Artículo 10. (Contralor).- Cométese al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento

Territorial y Medio Ambiente, a través de la Dirección Nacional de Medio

Ambiente, la aplicación de la presente ley, así como el contralor y sanción de los

infractores, de conformidad con lo previsto por los artículos 14 y 15 de la Ley

Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000. A tales efectos coordinará con las

demás entidades públicas que corresponda.

Artículo 11. (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la

presente ley, dentro de los ciento ochenta días de la fecha de su promulgación.

Entre otros, la reglamentación deberá prever expresamente:

A) Los mecanismos  necesarios para el control de la importación de bolsas

plásticas.

B) Los ensayos de idoneidad de las bolsas plásticas y la metodología

aceptable para ello.

C) Las formas de intercambio de información entre los organismos

intervinientes.
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Artículo 12. (Disponibilidad).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento

Territorial y Medio Ambiente deberá elaborar un plan para la inmediata

disponibilidad de las bolsas plásticas autorizadas por la ley en los puntos de

venta y entrega.

El plan deberá contemplar la participación de actores vinculados a la cadena

de producción y consumo de bolsas plásticas.

Artículo 13.- Cométese al Ministerio de Industria, Energía y Minería en

coordinación con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio

Ambiente la elaboración de un programa para facilitar la reconversión de la

industria nacional de bolsas plásticas a lo que establezca la reglamentación de

la presente ley y el fomento de soluciones tecnológicas y desarrollo de nuevos

productos y mercados tendientes a minimizar los impactos ambientales

derivados del uso de bolsas plásticas no biodegradables.

Sala de la Comisión, en Montevideo a 8 de noviembre de 2017.

 SAÚL ARISTIMUÑO
Miembro Informante

CARMEN ASIAÍN

PEDRO BORDABERRY

DANIEL GARÍN

MÓNICA XAVIER

CAROL AVIAGA    

LEONARDO DE LEÓN
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MINISTERIO DEL INTERIOR Fecha 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 1---_.::;:,,.~~.¡.=~--1 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 
MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 
MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE VIVIENDA ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
MEDIO AMBIENTE 
MINISTERIO DE TURISMO 
MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 

Montevideo, 

Señor 
Presidente de la Asamblea General, 
Don Raúl Sendic 

11 JUL 2016 

El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, con el objeto 
de someter a su consideración el proyecto de Ley de Uso Sustentable de 
Bolsas Plásticas. 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

El consumo creciente de bolsas plásticas y su breve vida útil, se han 
convertido en un problema ambiental significativo que genera 
preocupación y sensibilidad en distintos sectores de la sociedad. 

Los impactos ambientales generados por el uso indiscriminado de 
bolsas plásticas se presentan en todo su ciclo de vida, desde la etapa de 
fabricación debido al consumo de materias primas y energía, y a la 
generación de residuos sólidos y emisiones gaseosas, hasta su eliminación 
inadecuada, que contamina principalmente masas de agua y supone una 
amenaza para los ecosistemas a nivel mundial. 

Dado su bajo peso, las bolsas plásticas mal dispuestas tienen una 
muy alta y fáci l dispersión, afectando el paisaje tanto urbano como rura l y 
generando obstrucciones en los desagües y sistemas de drenaje pluvial. 

!/ ,' ,. I 
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El proyecto de ley surge como resultado de un proceso de 
intercambio realizado desde la Dirección Nacional de Medio Ambiente 
(DINAMA), con distintos actores públicos y privados, entre los que se 
destacan las Intendencias del área metropolitana de Montevideo y 
Canelones y asociaciones empresariales relacionadas, como la Asociación 
Uruguaya de Industrias del Plástico (AUIP), la Asociación de Recicladores 
de Plásticos del Uruguay (ARPU), representantes de los establecimientos 
de grandes superficies y del Centro de Almaceneros Minoristas, Baristas, 
Autoservicistas y Afines del Uruguay (CAMBADU). 

Para la elaboración del mismo se tuvieron en cuenta experiencias 
internacionales y se revisaron las últimas normativas extranjeras. En el 
ámbito nacional, se consideró el Plan de Acción Estratégico para la Gestión 
Sustentable de Bolsas Plásticas, elaborado por la DINAMA en setiembre de 
2009, y otros antecedentes, como la Ley de Envases y Residuos de 
Envases (Ley Nº 17.849, de 29 de noviembre de 2004) y su 
reg lamentación (Decreto 260/007, de 23 de jul io de 2007). 

De conformidad con las bases de la política nacional ambiental, el 
Poder Ejecutivo t iene el convencimiento que la mit igación de los impactos 
am bientales derivados del consumo desmedido de bolsas plásticas, no 
debe encararse solamente a partir de mejorar los sistemas de gestión de 
residuos sólidos, sino que debe además incorporar acciones tendientes a 
un consumo sustentable, basado en el reuso, el reciclado y la 
minimización y en la generación de pautas de consumo sustentable. 

En el proyecto de ley no se incorporan aspectos que vinculados al 
material plástico de las bolsas, respecto su condición de oxodegradables o 
biodeg radables. Por un lado, debe tenerse en cuenta que muchas veces se 
utilizan ambos términos como si fueran lo mismo, cuando en real idad se 
refiere a distintos tipos de materia les con características diversas. 

Las bolsas de plástico que efectivamente pueden ser consideradas 
como biodegradables, son las producidas a partir de materiales 
renovables, como almidón o aceites vegetales derivados del maíz, la papa 
o el trigo, entre ot ros, llamados bioplásticos; pero su escasa difusión 
comercia l y sus altos costos de prod ucción, no son adecuados para que al 
momento actual pueda ser exigible este cambio en el ámbito nacional. 

Con relación a los plásticos oxodegradables, que son los que 
contienen ad it ivos para acelerar su proceso de degradación, por acción de 
la luz, el agua y el calor, de forma de fragmentar en pequeñas partículas 
el polímero, a la fecha no hay consenso a nivel internacional sobre los 
efectos ambienta les derivados del agregado de esos ad it ivos a los 
plásticos. 
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En suma se entiende que más importante que establecer el material 
que debiera utilizarse, es establecer los instrumentos para promover el 
uso racional de bolsas plásticas, así como lograr que las que se utilicen 
tengan un segundo uso y culminen en los sitios de disposición final de 
residuos y no dispersas en el ambiente. 

Por todo ello, el proyecto de ley que se propone, busca el uso 
sustentable de las bolsas plásticas (artículo 1 º), previniendo y reduciendo 
el impacto ambiental de las mismas, mediante acciones para desestimular 
su uso, promover su reuso, reciclado y otras formas de valorización y, 
especialmente, para eliminar la utilización de aquellas bolsas plásticas que 
no permitan un segundo uso. 

Para eso, el proyecto de ley prohíbe la fabricación, importación, 
distribución, venta y/o entrega a cualquier título, de las bolsas plásticas 
que no cumplan con las características que establezca la reglamentación 
(artículo 4°); por lo que sólo se entregarán al consumidor, bolsas 
plásticas cuyo fabricante o importador haya obtenido el correspond iente 
certificado de cumplimiento de ta les características (artícu lo 5º) . 

No obstante, del conjunto de bolsas plást icas que actualmente se 
utilizan en el país, el proyecto de ley se dirige a aquellas utilizadas para 
contener y transportar productos y bienes, que sean suministradas a un 
consumidor en cualquier punto de venta o de entrega, siempre que no 
sean parte de la presentación del producto (artículo 2°). 

Con ese alcance, se incluyen las bolsas plásticas que se vendan o 
entreguen al por mayor o menor, en cualquier rubro, giro o actividad; 
pero se excluyen, por razones de inocuidad o higiene aliment icia, cuando 
sea necesario contener o tra nsportar ciertos productos, como pescados, 
carnes, aves y sus derivados, cuando se encuentren crudos (artículo 3°), 
casos en que se podrá seguir util izando bolsas plásticas de otras 
características. 

Por otra parte, para cumpli r íntegramente los fi nes previstos en el 
proyecto de ley, el texto prevé una obl igación principal (obligación de 
cobro, artículo 6º), obligaciones adicionales para los titulares de los 
puntos de venta o entrega donde se suministren bolsas plásticas (artícu lo 
7º) y una prohibición específica para ciertos usos concretos (artícu lo 8°) . 

En ese sent ido entonces, quedará prohibida la entrega o el 
suministro gratuito a los consum idores, de las bolsas plásticas permitidas 
por la ley; a cuyos efectos, se prevé que el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Ministerio de Economía y 
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Finanzas, establezcan los mecanismos necesarios para el cumplimiento y 
control de lo dispuesto, los que podrán incluir -entre otros- la fijación de 
un precio mínimo y condiciones para su facturación . 

En forma complementaria y para contribuir al uso sustentable de las 
bolsas plásticas, los titulares de los puntos de venta o entrega donde se 
suministren bolsas plásticas estarán obligados a realizar o participar en 
campañas de difusión y concientización, identificar las bolsas plásticas que 
suministre, contar con un sistema de recolección de residuos de bolsas 
plásticas y ofrecer a la venta bolsas reutilizables, entre otras acciones 
tendientes a minimizar el uso de las bolsas plásticas. 

Asimismo, el proyecto prohíbe la venta o entrega a cualquier título, 
en envoltorios plásticos, de diarios, revistas, facturas y otros objetos 
similares que la reg lamentación establezca, respecto de los cuales se 
entiende inj ustificado el uso de bolsas plásticas. 

Todas las prohibiciones y obligaciones previstas en el texto, serán 
exigibles una vez transcurrido un año desde la fecha de publicación de la 
reg lamentación (artícu lo 9º), que se comete al Poder Ej ecutivo, dentro de 
los 180 (ciento ochenta) días de la fecha la promu lgación (artícu lo 11). 

Finalmente, el proyecto de ley (artículo 10) comete al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a través de la 
DINAMA, la aplicación, contralor y sanción de los infractores de la ley, de 
conformidad con el régimen de sanciones y medidas complementarias 
previstas por los artículos 14 y 15 de la Ley Genera l de Protección del am­
biente (Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000), coordinando con las 
demás entidades públicas que corresponda. En ese sent ido, el artículo 12 
del proyecto reconoce a los Gobiernos Departamentales, la posibi lidad de 
establecer normas complementarias y la ejecución de medidas de 
contra lor dentro de su jurisdicción, debiendo asimismo derogar las 
disposiciones departamenta les que se opongan a la ley. 

De esta forma, el Poder Ejecutivo espera dotar al pa ís de una ley 
que brinde el marco jurídico para log rar un uso sustentable de las bolsas 
plásticas, en el contexto de una pol ít ica moderna en materia de gestión 
integrada de residuos y como parte de la política nacional de protección 
del medio ambiente. 

El Poder Ej ecutivo saluda a ese Cuerpo con su más alta 
consideración. 

""' 
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PROYECTO DE LEY DE 

USO SUSTENTABLE DE BOLSAS PLÁSTICAS 

Artículo 1° (Declaración). Declárase de interés general la prevención y 
reducción del impacto ambiental derivado de la utilización de bolsas 
plásticas, mediante acciones para desestimular su uso, promover su 
reuso, reciclado y otras ·formas de valorización y para eliminar la 
utilización de aquellas bolsas plásticas que no permitan un segundo uso o 
que no cumplan con las características que establezca la reglamentación. 

Artículo 2º (Alcance). Quedan alcanzadas por la presente ley, todas las 
bolsas plásticas utilizadas para contener y t ransportar productos y bienes, 
que sean suministradas a un consumidor en cualquier punto de venta o de 
entrega, que no sean parte de la presentación del producto, sea al por 
mayor o menor, en cualquier rubro, giro o actividad, salvo las exclusiones 
que se prevén en el artículo siguiente. 

Artículo 3º (Exclusiones). Las disposiciones de la presente ley no serán 
aplicables, cuando por razones de inocuidad o higiene alimenticia, sea 
necesario utilizar bolsas plásticas para la contención o el transporte de 
pescados, carnes, aves y sus derivados, cuando se encuentren crudos, u 
otros productos o bienes que establezca el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 

Artículo 4º (Bolsas plásticas prohibidas). Prohíbase la fabricación, 
importación, distribución, venta y/o entrega a cua lquier títu lo, de las 
bolsas plásticas incluidas en el artícu lo 2º que no cumplan con las 
características que establezca la reglamentación. 

Artículo 5º (Certificación). Las bolsas plásticas incluidas en el artículo 
2°, que cumplan con las características que establezca la reglamentación, 
sólo podrán distribuirse, venderse y/o entregarse a cualquier título en el 
territorio nacional, cuando el fabricante o importador haya obtenido el 
correspondiente certificado de cumplim iento que la reglamentación 
establezca. 

Artículo 6º {Obligación de cobro). Queda prohibida la entrega o el 
suminist ro gratuito y a cualquier títu lo, a los consumidores, de las bolsas 
plásticas alcanzadas por la presente ley. El Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en conjunto con el Ministerio 
de Economía y Finanzas, est ablecerán en un plazo de 6 (seis) meses 
desde la entrada en v igencia de esta ley, los mecanismos necesarios para 
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el cumplimiento y control de lo dispuesto en este artículo, los que podrán 
incluir, entre otros, la fijación de un precio mínimo y condiciones para su 
facturación. 

Artículo 7° (Otras obligaciones). Para contribuir al uso sustentable de 
las bolsas plásticas, los titulares de los puntos de venta o entrega donde 
se suministren bolsas plásticas estarán obligados, en las condiciones que 
establezca el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, a: 

a) realizar o participar en campañas de difusión y concientización a 
la población sobre el uso responsable y racional ·de bolsas 
plásticas y el cuidado del ambiente; 

b) incluir en las bolsas plásticas que suministre, la forma de 
identificación, el lago o inscripción que defina la reglamentación; 

c) contar con un sistema de recolección de residuos de bolsas 
plásticas a disposición del consumidor y gestionar los mismos de 
forma ambientalmente adecuada; 

d) ofrecer a la venta bolsas reutiliza bles; y, 

e) desarrollar acciones tendientes a minimizar el uso de las bolsas 
plásticas. 

Artículo 8º (Prohibición específica). Prohíbase la venta o entrega a 
cualquier título, en envoltorios plásticos, de diarios, revistas, facturas y 
otros objetos similares que la reg lamentación establezca . 

Artículo 9º (Plazo). Las prohibiciones y obligaciones previstas en los 
artículos anteriores, se harán exig ibles transcurrido un año desde la fecha 
de pu blicación de la reglamentación de la presente ley. 

Artículo 10º (Contralor). Cométese al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a través de la Dirección 
Nacional de Med io Ambiente, la apl icación de la presente ley, así como el 
contra lor y sanción de los infractores, de conformidad con lo previsto por 
los artículos 14 y 15 de la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000 . A 
ta les efectos coordinará con las demás ent idades públicas que 
corresponda. 

Artículo 11° (Reglamentación). El Poder Ejecutivo deberá reglam·entar 
la presente ley, dentro de los 180 (ciento ochenta) días de la fecha su 
promulgación. Ent re otros, la reg lamentación deberá prever 
expresamente : 
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a) los mecanismos necesarios para el control de la importación de 
bolsas plásticas; 

b) los ensayos de idoneidad de las bolsas plásticas y la metodología 
aceptable para ello; y, 

c) las formas de intercambio de información entre los organismos 
intervinientes. 

Artículo 12º (Gobiernos Departamentales). Dentro del ámbito de sus 
competencias, los gobiernos departamentales podrán establecer normas 
complementarias pa ra la aplicación de la presente ley y la ejecución de 
medidas de contralor dentro de su jurisdicción, debiendo derogar las que 
se opongan a la presente. 

. .. 
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Ley Nº 17.283 

de 28 de noviembre de 2000 

CAPITULO I 

DISPOSICIONES INTRODUCTORIAS 

Artículo 1º. (Declaración).- Declárase de interés general, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 47 de la Constitución de la República: 

A) La protección del ambiente, de la calidad del aire, del agua, del suelo y del 
paisaje. 

B) La conservación de la diversidad biológica y de la configuración y estructura 
de la costa. 

C) La reducción y el adecuado manejo de las sustancias tóxicas o peligrosas 
y de los desechos cualquiera sea su tipo. 

D) La prevención, eliminación, mitigación y la compensación de los impactos 
ambientales negativos. 

E) La protección de los recursos ambientales compartidos y de los ubicados 
fuera de las zonas sometidas a jurisdicciones nacionales. 

F) La cooperación ambiental regional e internacional y la participación en la 
solución de los problemas ambientales globales. 

G) La formulación, instrumentación y aplicación de la política nacional 
ambiental y de desarrollo sostenible. 
 
  A los efectos de la presente ley se entiende por desarrollo sostenible aquel 
desarrollo que satisface las necesidades del presente sin comprometer la 
capacidad de generaciones futuras de satisfacer sus propias necesidades.

La presente declaración es sin perjuicio de lo establecido por las normas 
específicas vigentes en cada una de las materias señaladas. 

Artículo 2º. (Derecho de los habitantes).- Los habitantes de la República tienen 
el derecho a ser protegidos en el goce de un ambiente sano y equilibrado. 

Artículo 3º. (Deber de las personas).- Las personas físicas y jurídicas, públicas 
y privadas, tienen el deber de abstenerse de cualquier acto que cause 
depredación, destrucción o contaminación graves del medio ambiente. 
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Declárase por vía interpretativa que, a efectos de lo establecido en 
el artículo 47 de la Constitución de la República y en la presente disposición, se 
consideran actos que causan depredación, destrucción o contaminación graves 
del medio ambiente, aquellos que contravengan lo establecido en la presente ley 
y en las demás normas regulatorias de las materias referidas en el artículo 1º. 
Asimismo, se entiende por daño ambiental toda pérdida, disminución o 
detrimento significativo que se infiera al medio ambiente. 

Artículo 4º. (Deber del Estado).- Es deber fundamental del Estado y de las 
entidades públicas en general, propiciar un modelo de desarrollo 
ambientalmente sostenible, protegiendo el ambiente y, si éste fuere deteriorado, 
recuperarlo o exigir que sea recuperado. 

Artículo 5º. (Finalidad).- El objetivo de la presente ley general de protección del 
ambiente es, en cumplimiento del mandato previsto en el artículo 47 de la 
Constitución de la República, establecer previsiones generales básicas atinentes 
a la política nacional ambiental y a la gestión ambiental coordinada con los 
distintos sectores públicos y privados. 

CAPITULO II 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 6º. (Principios de política ambiental).- La política nacional ambiental 
que fije el Poder Ejecutivo se basará en los siguientes principios: 

A) La distinción de la República en el contexto de las naciones como "País 
Natural", desde una perspectiva económica, cultural y social del desarrollo 
sostenible. 

B) La prevención y previsión son criterios prioritarios frente a cualquier otro en 
la gestión ambiental y, cuando hubiere peligro de daño grave o irreversible, 
no podrá alegarse la falta de certeza técnica o científica absoluta como 
razón para no adoptar medidas preventivas. 

C) Constituye un supuesto para la efectiva integración de la dimensión 
ambiental al desarrollo económico y social, la incorporación gradual y 
progresiva de las nuevas exigencias, sin que por ello deba reconocerse la 
consolidación de situaciones preexistentes. 

D) La protección del ambiente constituye un compromiso que atañe al conjunto 
de la sociedad, por lo que las personas y las organizaciones representativas 
tienen el derecho-deber de participar en ese proceso. 

E) La gestión ambiental debe partir del reconocimiento de su transectorialidad, 
por lo que requiere la integración y coordinación de los distintos sectores 
públicos y privados involucrados, asegurando el alcance nacional de la 

20



instrumentación de la política ambiental y la descentralización en el ejercicio 
de los cometidos de protección ambiental. 

F) La gestión ambiental debe basarse en un adecuado manejo de la 
información ambiental, con la finalidad de asegurar su disponibilidad y 
accesibilidad por parte de cualquier interesado. 

G) El incremento y el fortalecimiento de la cooperación internacional en materia 
ambiental promoviendo la elaboración de criterios ambientales comunes. 

Los principios antes mencionados servirán también de criterio interpretativo 
para resolver las cuestiones que pudieran suscitarse en la aplicación de las 
normas y competencias de protección del ambiente y en su relación con otras 
normas y competencias. 

Artículo 7º. (Instrumentos de gestión ambiental).- Constituyen instrumentos de 
gestión ambiental los siguientes: 

A) La presente ley, demás normas legales y reglamentarias, las normas 
departamentales y otras disposiciones de protección del ambiente, así 
como los instructivos, directrices o guías metodológicas que se dictaren. 

B) Los programas, planes y proyectos de protección ambiental. 

C) La información ambiental y la sensibilización, educación y capacitación 
ambiental. 

D) El establecimiento de parámetros y estándares de calidad ambiental. 

E) Las declaraciones juradas, la evaluación del impacto ambiental previa 
convocatoria de audiencia pública con arreglo y en los casos establecidos 
por los artículos 13 y 14 de la Ley Nº 16.466, de 19 de enero de 1994, y los 
procesos de autorización correspondientes. 

F) Los análisis y las evaluaciones de riesgo, las auditorías y certificaciones 
ambientales y el ordenamiento ambiental. 

G) El sistema de áreas naturales protegidas. 

H) Los planes de recuperación y recomposición de oficio que se aprueben. 

I) Los incentivos económicos y los tributos. 

J) Las sanciones administrativas y otras medidas complementarias. 
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K) La organización institucional ambiental. 

L) El conjunto de Ministerios, Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos 
y otros organismos del Estado, actuando coordinadamente. 

El Poder Ejecutivo reglamentará la forma y condiciones en que se aplicarán 
por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente los 
instrumentos de gestión no contenidos en la presente ley ni en leyes específicas 
de protección del ambiente. 

Artículo 8º. (Coordinación).- Corresponde al Poder Ejecutivo, a través del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, la 
coordinación exclusiva de la gestión ambiental integrada del Estado y de las 
entidades públicas en general. 

Además de las competencias asignadas en forma específica a ese Ministerio, 
corresponderán al mismo todas aquellas materias ambientales, aun sectoriales, 
no asignadas legalmente a otra entidad pública. 

Dicho Ministerio podrá delegar en autoridades departamentales o locales el 
cumplimiento de los cometidos de gestión ambiental, previo acuerdo con el 
jerarca respectivo y en las condiciones que en cada caso se determinen. 

Artículo 9º. (Apoyo y asesoramiento).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente apoyará la gestión ambiental de las autoridades 
departamentales y locales y de las entidades públicas en general, especialmente 
mediante la creación y desarrollo de unidades o áreas ambientales 
especializadas dependientes de las mismas. 

Los Gobiernos Departamentales podrán requerir el asesoramiento del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a efectos de 
la elaboración de normas referidas a la protección del ambiente. 

Artículo 10. (Relacionamiento).- La competencia de las autoridades 
nacionales, departamentales y locales queda sujeta a lo establecido en 
el artículo 47 de la Constitución de la República y a lo dispuesto por la presente 
ley y las demás leyes reglamentarias del mismo. 

Ninguna persona podrá desconocer las exigencias derivadas de normas 
nacionales o departamentales de protección y/o conservación ambiental, de 
igual jerarquía, dictadas en el marco de sus respectivas competencias, al amparo 
de normas menos rigurosas de los ámbitos departamentales o nacional, 
respectivamente. 

Artículo 11. (Educación ambiental).- Las entidades públicas fomentarán la 
formación de la conciencia ambiental de la comunidad a través de actividades 
de educación, capacitación, información y difusión tendientes a la adopción de 
comportamientos consistentes con la protección del ambiente y el desarrollo 
sostenible. 
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A tales efectos, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente priorizará la planificación y ejecución de actividades coordinadas con 
las autoridades de la educación, las autoridades departamentales y locales y las 
organizaciones no gubernamentales. 

  Artículo 12. (Informe ambiental nacional).- El Poder Ejecutivo, a través del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, elaborará y 
difundirá, cada tres años, un informe sobre la situación ambiental nacional, que 
deberá contener información sistematizada y referenciada, organizada por áreas 
temáticas. 

   El referido informe será remitido por el Poder Ejecutivo a la Asamblea 
General, al Congreso de Intendentes y a los Gobiernos Departamentales, 
dándole la más amplia difusión pública. 

Fuente: Ley Nº 19.355 de 19/12/2015, artículo 505 
Vigencia: 1° de enero de 2016 (artículo 3º). 

 
Texto original: Artículo 12. (Informe ambiental anual).- El Poder Ejecutivo, a través 

del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, elaborará 
anualmente un informe nacional sobre la situación ambiental, que deberá contener 
información sistematizada y referenciada, organizada por áreas temáticas. 

El mencionado informe será remitido por el Poder Ejecutivo a la Asamblea General, al 
Congreso de Intendentes y a los Gobiernos Departamentales. 

Se dará amplia difusión pública y quedarán ejemplares del mismo en el Ministerio a 
disposición de los interesados.  

Artículo 13. (Beneficios fiscales).- Facúltase al Poder Ejecutivo a incluir dentro 
del alcance del artículo 7º de la Ley Nº 16.906, de 7 de enero de 1998, lo 
siguiente: 

A) Los bienes muebles destinados a la eliminación o mitigación de los 
impactos ambientales negativos del mismo o a recomponer las condiciones 
ambientales afectadas. 

B) Mejoras fijas afectadas al tratamiento de los efectos ambientales de las 
actividades industriales y agropecuarias. 

Artículo 14. (Medidas complementarias).- Para asegurar el cumplimiento de lo 
dispuesto en la presente ley y en las demás normas de protección del ambiente, 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente podrá: 

A) Dictar los actos administrativos y realizar las operaciones materiales para 
prevenir, impedir, disminuir, vigilar y corregir la depredación, destrucción, 
contaminación o el riesgo de afectación del ambiente. 

B) Imponer el tratamiento de los desechos o de las emisiones, cualquiera sea 
su fuente, así como el automonitoreo de los mismos por los propios 
generadores. 

23



 

C) Exigir la constitución de garantía real o personal suficiente a juicio de la 
Administración, por el fiel cumplimiento de las obligaciones derivadas de las 
normas de protección ambiental o por los daños que al ambiente o a 
terceros eventualmente se pudiera causar. 

D) Disponer la suspensión preventiva de la actividad presuntamente peligrosa, 
mientras se realicen las investigaciones para constatarla o los estudios o 
trabajos dirigidos a analizar o impedir la contaminación o afectación 
ambiental. 

E) Adoptar medidas cautelares de intervención de los objetos o del producto 
de la actividad presuntamente ilícita y constituir secuestro administrativo si 
así lo considera necesario, cuando según la naturaleza de la infracción 
pudiera dar lugar al decomiso de los mismos. 

Artículo 15. (Sanciones).- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 6º de la 
Ley Nº 16.112, de 30 de mayo de 1990, en los artículos 453 y 455 de la Ley 
Nº 16.170, de 28 de diciembre de 1990 y en el artículo 4º de la Ley Nº 16.466, 
de 19 de enero de 1994, cuando corresponda la imposición de sanciones por 
infracción a las normas de protección del ambiente, el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente podrá: 

A) Sancionar con apercibimiento cuando el infractor carezca de antecedentes 
en la comisión de infracciones de la misma o similar naturaleza y éstas sean 
consideradas como leves. 

B) En forma acumulativa con otras sanciones que correspondiera, cuando se 
trate de infracciones que no sean consideradas leves, proceder a la difusión 
pública de la resolución sancionatoria, la cual será a costa del infractor 
cuando se realice a través de la publicación en dos diarios de circulación 
nacional y uno del departamento donde se cometió la infracción. 

C) En forma acumulativa con otras sanciones que correspondiera, cuando se 
trate de infracciones que no sean consideradas leves, proceder al decomiso 
de los objetos o del producto de la actividad ilícita, así como de los vehículos, 
naves, aeronaves, instrumentos y dispositivos directamente vinculados a la 
comisión de la infracción o al tránsito de los objetos o productos, sin que 
resulte relevante el titular de la propiedad de los mismos. 

  En los casos en que por distintas razones los objetos decomisados deban 
ser destruidos, el infractor podrá optar por hacerlo él mismo, según 
indicaciones y a entera satisfacción de la Administración o dejarlo a cargo 
de la misma, en cuyo caso los gastos en que se incurra serán de cargo del 
infractor. 

24



  Cuando los decomisos efectivos resulten imposibles, se procederá al 
decomiso ficto a valores de plaza al momento de constatarse la infracción. 

D) Disponer la suspensión por hasta ciento ochenta días de los registros, 
habilitaciones, autorizaciones, permisos o concesiones de su competencia 
y cuando se trate de infracciones que sean consideradas graves o de 
infractores reincidentes o continuados, disponer la caducidad de tales 
registros, habilitaciones, autorizaciones, permisos  o concesiones. 

Literal D) redacción dada por: Ley Nº 19.355 de 19/12/2015 artículo 509
Vigencia: 1° de enero de 2016 (artículo 3º).

Texto original: 

D) Cuando se trate de infracciones que sean consideradas graves o de infractores 
reincidentes o continuados, disponer la suspensión hasta por ciento ochenta días 
de los registros, habilitaciones, autorizaciones o permisos de su competencia 
para el ejercicio de la actividad respectiva. 

     Además de las sanciones que correspondieran, cuando se trate de 
infracciones cometidas por entidades públicas, el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente dará cuenta de la infracción al 
Poder Ejecutivo y a la Asamblea General. 

Artículo 16. (Recomposición de oficio).- Cuando el responsable se 
demorare o resistiere a dar cumplimiento a la recomposición, reducción o 
mitigación previstas en el artículo 4º de la Ley Nº 16.466, de 19 de enero de 
1994, se podrá solicitar la imposición judicial de astreintes o hacerlo de 
oficio, siendo de cargo del infractor los gastos que ello ocasione. 

CAPITULO III 

DISPOSICIONES ESPECIALES 

Artículo 17. (Calidad del aire).- Queda prohibido liberar o emitir a la 
atmósfera, directa o indirectamente, sustancias, materiales o energía, por 
encima de los límites máximos o en contravención de las condiciones que 
establezca el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. 

A tales efectos, dicho Ministerio tendrá en cuenta los niveles o situaciones 
que puedan poner en peligro la salud humana, animal o vegetal, deteriorar 
el ambiente o provocar riesgos, daños o molestias graves a seres vivos o 
bienes. 

Artículo 18. (Capa de ozono).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, como autoridad nacional competente a efectos 
de la instrumentación y aplicación del Convenio de Viena para la Protección 
de la Capa de Ozono (1985), aprobado por la Ley Nº 15.986, de 16 de 
noviembre de 1988, y del Protocolo de  Montreal Relativo  a las  Sustancias 

25



Agotadoras de la Capa de Ozono (1987) y sus enmiendas, aprobado por la Ley 
Nº 16.157, de 12 de noviembre de 1990, establecerá los plazos, límites y 
restricciones a la producción, comercialización y uso de las sustancias que 
afectan la capa de ozono. 

Artículo 19. (Cambio climático).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, como autoridad nacional competente a efectos de 
la instrumentación y aplicación de la Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático (1992), aprobada por la Ley Nº 16.517, de 22 de julio 
de 1994, establecerá las medidas de mitigación de las causas y de adaptación a 
las consecuencias del cambio climático y, en forma especial, reglamentará las 
emisiones de los gases de efecto invernadero. 

Cuando así corresponda, coordinará con facultades suficientes los cometidos 
y funciones de otras entidades públicas y privadas que tengan relación con lo 
dispuesto en el presente artículo. 

Artículo 20. (Sustancias químicas).- Es de interés general la protección del 
ambiente contra toda afectación que pudiera derivarse del uso y manejo de las 
sustancias químicas, incluyendo dentro de las mismas, los elementos básicos, 
compuestos, complejos naturales y las formulaciones, así como los bienes y los 
artículos que las contengan, especialmente las que sean consideradas tóxicas o 
peligrosas. 

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
determinará, en virtud de la presente ley y de la reglamentación que dicte el 
Poder Ejecutivo, las condiciones aplicables para la protección del ambiente, a la 
producción, importación, exportación, transporte, envasado, etiquetado, 
almacenamiento, distribución, comercialización, uso y disposición de aquellas 
sustancias químicas que no hubieran sido reguladas en virtud de los cometidos 
sectoriales asignados al propio Ministerio o a otros organismos nacionales. 

En cualquier caso, dichos organismos incorporarán en sus regulaciones, en 
coordinación con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, disposiciones que aseguren niveles adecuados de protección del 
ambiente contra los efectos adversos derivados del uso normal, de accidentes o 
de los desechos que pudieran generar o derivar. 

Artículo 21. (Residuos).- Es de interés general la protección del ambiente 
contra toda afectación que pudiera derivarse del manejo y disposición de los 
residuos cualquiera sea su tipo. 

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -en 
acuerdo con los Gobiernos Departamentales, en lo que corresponda y de 
conformidad con el artículo 8º de esta ley- dictará las providencias y aplicará las 
medidas necesarias para regular la generación, recolección, transporte, 
almacenamiento, comercialización, tratamiento y disposición final de los 
residuos. 
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Artículo 22. (Diversidad biológica).- Es de interés general la conservación y el 
uso sostenible de la diversidad biológica, como parte fundamental de la política 
nacional ambiental y a los efectos de la instrumentación y aplicación del 
Convenio sobre Diversidad Biológica (1992), aprobado por la Ley Nº 16.408, de 
27 de agosto de 1993. 

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
establecerá medidas de identificación, seguimiento y conservación de la 
biodiversidad; así como asegurará la sostenibilidad de la utilización que de sus 
componentes se realice; y coordinará con facultades suficientes los cometidos y 
funciones de otras entidades públicas y privadas en materia de conservación y 
uso de las especies y su hábitat. 

Artículo 23. (Bioseguridad).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, de conformidad con la reglamentación que dicte el Poder 
Ejecutivo, dictará las providencias y aplicará las medidas necesarias para 
prevenir y controlar los riesgos ambientales derivados de la creación, 
manipulación, utilización o liberación de organismos genéticamente modificados 
como resultado de aplicaciones biotecnológicas, en cuanto pudieran afectar la 
conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica y el ambiente. 

Cuando así corresponda, coordinará con otras entidades públicas y privadas 
las medidas a adoptar respecto de otros riesgos derivados de tales actividades, 
pero relacionados con la salud humana, la seguridad industrial y laboral, las 
buenas prácticas de laboratorio y la utilización farmacéutica y alimenticia. 

La introducción de organismos vivos modificados resultantes de la 
biotecnología en las zonas sometidas a la jurisdicción nacional, cualquiera sea 
la forma o el régimen bajo el cual ello se realice, estará sujeto a la autorización 
previa de la autoridad competente. En tanto esa autoridad no fuera designada o 
cuando la introducción pudiera ser riesgosa para la diversidad biológica o el 
ambiente será competente el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. 

Artículo 24. (Otras normas).- Las materias contenidas en el artículo 1º de la 
presente ley y no incluidas en este Capítulo se regirán por las normas específicas 
respectivas.0 

CAPITULO IV 

OTRAS DISPOSICIONES 

Artículo 25. (Inventario hídrico).- El Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente llevarán 
conjuntamente el inventario a que refiere el artículo 7º del Decreto-Ley 
Nº 14.859, de 15 de diciembre de 1978, responsabilizándose cada uno de ellos, 
por las áreas que respectivamente les corresponden como Ministerio 
competente a efectos de la aplicación del Código de Aguas. 
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Artículo 26. (Costas).- Declárase por vía interpretativa que, a efectos de lo 
dispuesto por los artículos 153 y 154 del Decreto-Ley Nº 14.859, de 15 de 
diciembre de 1978, en la redacción dada por los artículos 192 y 193 de la Ley 
Nº 15.903, de 10 de noviembre de 1987, se entiende: 

A) Por "modificación perjudicial a la configuración y estructura de la costa" toda 
alteración exógena del equilibrio dinámico del sistema costero o de alguno 
de sus componentes o factores determinantes. 

B) Por "expediente que se instruirá con audiencia de los interesados" la 
concesión de vista de las actuaciones a los interesados, en forma previa a 
la adopción de resolución, de conformidad con las normas generales de 
actuación administrativa y procedimiento en la Administración Central. 

Artículo 27. (FONAMA).- Agrégase al artículo 454 de la Ley Nº 16.170, de 28 
de diciembre de 1990, por el que se creó el Fondo Nacional de Medio Ambiente, 
los siguientes literales: 

"F) El importe de los decomisos fictos y del producido de la venta de los 
decomisos efectivos dispuestos por infracción a las normas de protección 
del ambiente. 

G) El producido de la imposición de astreintes, según lo previsto en 
el artículo 16 de la ley general de protección del ambiente". 

Artículo 28. (Cobro judicial).- Quedarán comprendidos en lo dispuesto por 
el artículo 455 de la Ley Nº 16.170, de 28 de diciembre de 1990, los gastos 
derivados de la imposición de sanciones por infracción a las normas de 
protección del ambiente y los gastos originados en la recomposición, reducción 
o mitigación de impactos ambientales de oficio o en la restitución de la 
configuración o estructura original de la faja de defensa de costas. 

Las resoluciones firmes que los establecen, así como las que imponen multas, 
constituirán título ejecutivo. Será competente para su cobro, cualquiera sea el 
monto, el Juzgado Letrado de Primera Instancia correspondiente al domicilio del 
demandado, determinado según la fecha en que se hubiera dictado la resolución, 
salvo en el departamento de Montevideo, donde el turno se establecerá de 
acuerdo con las normas de procedimiento vigentes. 

Cuando el demandado sea el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente serán competentes los Juzgados radicados en Montevideo. 

Artículo 29. (Derogación).- Derógase el artículo 11 de la Ley Nº 16.112, de 30 
de mayo de 1990. 
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Ley Nº 16.906 

de 7 de enero de 1998 

CAPITULO I 

PRINCIPIOS Y GARANTIAS 

Artículo 1º.- (Interés nacional).- Declárase de interés nacional la promoción y 
protección de las inversiones realizadas por inversores nacionales y extranjeros 
en el territorio nacional. 

Artículo 2º.- (Igualdad).- El régimen de admisión y tratamiento de las 
inversiones realizadas por inversores extranjeros será el mismo que el que se 
concede a los inversores nacionales. 

Artículo 3º.- (Requisitos).- Las inversiones serán admitidas sin necesidad de 
autorización previa o registro. 

Artículo 4º.- (Tratamiento).- El Estado otorgará un tratamiento justo a las 
inversiones, comprometiéndose a no perjudicar su instalación, gestión, 
mantenimiento, uso, goce o disposición a través de medidas injustificadas o 
discriminatorias. 

Artículo 5º.- (Libre transferencia de capitales).- El Estado garantiza la libre 
transferencia al exterior de capitales y de utilidades, así como de otras sumas 
vinculadas con la inversión, la que se efectuará en moneda de libre 
convertibilidad. 

CAPITULO II 

ESTIMULOS DE ORDEN GENERAL PARA LA INVERSION 

Sección I 

Ámbito de aplicación 

Artículo 6º.- (Alcance subjetivo).- Son beneficiarios de las franquicias 
establecidas en este Capítulo, los contribuyentes del Impuesto a las Rentas de 
la Industria y Comercio, del Impuesto a las Rentas Agropecuarias y del Impuesto 
a la Enajenación de Bienes Agropecuarios, que realicen actividades industriales 
o agropecuarias. 

Los beneficios establecidos en el presente Capítulo y los que otorgue el Poder 
Ejecutivo, en aplicación de las facultades legales que se le confieren en el 
mismo, operarán en forma general y automática para todos los sujetos a que 
refiere el inciso anterior. 
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Artículo 7º.- (Alcance objetivo).- Se entiende por inversión a los efectos de este 
Capítulo, la adquisición de los siguientes bienes destinados a integrar el activo 
fijo o el activo intangible: 

A) Bienes muebles destinados directamente al ciclo productivo. 

B) Equipos para el procesamiento electrónico de datos. 

C) Mejoras fijas afectadas a las actividades industriales y agropecuarias. 

D) Bienes inmateriales tales como marcas, patentes, modelos industriales, 
privilegios, derechos de autor, valores llave, nombres comerciales y 
concesiones otorgadas para la prospección, cultivos, extracción o 
explotación de recursos naturales. 

E) Otros bienes, procedimientos, invenciones o creaciones que incorporen 
innovación tecnológica y supongan transferencia de tecnología, a criterio 
del Poder Ejecutivo. 

Sección II 

Beneficios fiscales 

Artículo 8º.- (Beneficios fiscales).- Otorgase a los sujetos a que refiere 
el artículo 6º, los siguientes beneficios: 

A) Exoneración del Impuesto al Patrimonio de los bienes de activo fijo 
comprendidos en los literales A) y B) del artículo 7º, adquiridos a partir de 
la vigencia de la presente ley. Los referidos bienes se considerarán como 
activo gravado a los efectos de la deducción de pasivos. 

 
  La presente exoneración no operará en el caso de que los bienes referidos 
deban valuarse en forma ficta. 

B) Exoneración de los Impuestos al Valor Agregado y Específico Interno, 
correspondientes a la importación de los bienes a que refiere el 
literal anterior, y devolución del Impuesto al Valor Agregado incluido en las 
adquisiciones en plaza de los mismos. 

Artículo 9º.- (Beneficios fiscales).- Facúltase al Poder Ejecutivo a otorgar en 
forma general, para los sujetos definidos en el artículo 6º, los siguientes 
beneficios: 

A) Exoneración del Impuesto al Patrimonio, en las condiciones establecidas 
en el literal A) del artículo anterior, a los bienes comprendidos en los 
literales C) a E) del artículo 7º. 
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B) Establecimiento, a los efectos de los Impuestos a las Rentas de la Industria 
y Comercio, a las Rentas Agropecuarias y al Patrimonio, de un régimen de 
depreciación acelerada, para los bienes comprendidos en los literales A) a 
E) del artículo 7º. 

Artículo 10.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 25 de la Ley 
Nº 16.697, de 25 de abril de 1995, facúltase al Poder Ejecutivo a disminuir hasta 
tres puntos de la alícuota de aportes patronales a la seguridad social a la 
industria manufacturera. 

CAPITULO III 

ESTIMULOS RESPECTO A INVERSIONES ESPECÍFICAS 

Sección I 

Ambito de aplicación y órganos competentes 

Artículo 11.- (Actividades y empresas promovidas).- Podrán acceder al 
régimen de beneficios que establece este Capítulo, las empresas cuyos 
proyectos de inversión sean declarados promovidos por el Poder Ejecutivo, de 
acuerdo con lo dispuesto en la presente ley. 

Asimismo, la declaratoria promocional podrá recaer en una actividad sectorial 
específica, entendiéndose por tal, el conjunto de emprendimientos conducentes 
a producir, comercializar o prestar, según corresponda, determinados bienes o 
servicios. 

Se tendrán especialmente en cuenta a efectos del otorgamiento de los 
beneficios, aquellas inversiones que: 

A) Incorporen progreso técnico que permita mejorar la competitividad. 

B) Faciliten el aumento y la diversificación de las exportaciones, 
especialmente aquellas que incorporen mayor valor agregado nacional. 

C) Generen empleo productivo directa o indirectamente. 

D) Faciliten la integración productiva, incorporando valor agregado nacional 
en los distintos eslabones de la cadena productiva. 

E) Fomenten las actividades de las micro, las pequeñas y las medianas 
empresas, por su capacidad efectiva de innovación tecnológica y de 
generación de empleo productivo. 

F) Contribuyan a la descentralización geográfica y se orienten a actividades 
industriales, agroindustriales y de servicios, con una utilización significativa 
de mano de obra e insumos locales. 
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G) Incorporen a la plantilla de la empresa personal proveniente de la población 

afrodescendiente del país. 
Fuente: Ley Nº 19.122 de 21 de agosto de2013, artículo 7.

 
Artículo 12.- (Asesoramiento).- A los efectos del otorgamiento de las 

franquicias previstas en el presente Capítulo, el Poder Ejecutivo actuará 
asesorado por una Comisión de Aplicación, integrada por un representante del 
Ministerio de Economía y Finanzas, que la coordinará, así como por 
representantes del Ministerio de Industria, Energía y Minería, del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Comisión de Descentralización 
prevista en el artículo 230 de la Constitución de la República, pudiendo, en casos 
especiales, integrarse con miembros de otros Ministerios u organismos con 
competencia en el sector de actividad del solicitante. 

En el caso de proyectos de inversión, los mismos se presentarán a la Comisión 
de Aplicación la que determinará cuál será el Ministerio u organismo al que 
corresponda su evaluación, en función de la naturaleza del proyecto y de la 
actividad al que éste corresponda. 

La citada evaluación, conjuntamente con un informe en el que se detallarán los 
beneficios que se entiende corresponde otorgar, será elevada por el Ministerio u 
organismo designado a la Comisión a la que refiere el inciso primero. La 
reglamentación fijará los procedimientos y los plazos máximos en los que deberá 
expedirse el Ministerio y organismo referido. 

La Comisión de Aplicación establecerá las correspondientes recomendaciones 
respecto al caso de que se trate. En la citada recomendación, de corresponder, 
se expresará además cuál será el Ministerio u organismo encargado de 
seguimiento de otorgamiento, total o parcial, de la exoneración establecida en 
este Capítulo. 

Artículo 13.- (Uniformidad de procedimientos).- Los procedimientos 
administrativos previstos en el artículo anterior serán, asimismo, aplicables a los 
beneficios que se otorguen en el marco de los Decretos-Leyes Nº 14.178, de 28 
de marzo de 1974, y Nº 14.335, de 23 de diciembre de 1974, y sus normas 
modificativas y complementarias. A tales efectos, facúltase al Poder Ejecutivo a 
modificar los cometidos y funciones o a suprimir las Comisiones asesoras 
creadas en virtud de las referidas disposiciones. 

Artículo 14.- (Incumplimiento).- En todos los caso, el Poder Ejecutivo podrá 
requerir las garantías que entienda pertinentes, en relación al efectivo 
cumplimiento por parte de los beneficiarios de las obligaciones vinculadas al 
otorgamiento de las franquicias, sin perjuicio de la reliquidación de tributos, 
multas y recargos que puedan corresponder en caso de verificarse el 
incumplimiento. 
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Sección II 

Beneficios fiscales 

Artículo 15.- (Beneficios fiscales).- Se entenderán aplicables a las actividades 
o proyectos de inversión comprendidos en lo dispuesto por el artículo 11, las 
facultades conferidas al Poder Ejecutivo de otorgar los beneficios fiscales 
establecidos en el Decreto-Ley Nº 14.178, de 28 de marzo de 1974, y sus 
normas modificativas y complementarias. 

No se incluye en la citada extensión de facultades, el otorgamiento de 
exoneraciones arancelarias que contravengan los compromisos asumidos por el 
país en el marco de los acuerdos del MERCOSUR. 

Facúltase al Poder Ejecutivo a exonerar del Impuesto a las Trasmisiones 
Patrimoniales, creado por el artículo 2º de la Ley Nº 16.107, de 31 de marzo de 
1990, los actos y hechos gravados por dicha norma cuando tuvieren por objeto 
inmuebles rurales incluidos en proyectos de inversión en actividades 
agropecuarias comprendidas en lo dispuesto en el artículo 11 precedente. La 
reglamentación establecerá los procedimientos correspondientes a los efectos 
del otorgamiento de este beneficio". 

Artículo 16.- (Situaciones especialmente beneficiadas).- En el caso de 
proyectos o actividades declaradas promovidas en virtud de la importancia de su 
aporte al proceso de descentralización geográfica de la actividad económica, los 
beneficios a otorgar de acuerdo a lo establecido en el artículo anterior serán 
superiores en plazo a cuantía a los otorgados a proyectos equivalentes o 
actividades similares localizados en el departamento de Montevideo. 

Asimismo, podrán otorgarse beneficios especiales en lo relativo a la 
determinación de los tributos a exonerar y al plazo y cuantía de las franquicias a 
las inversiones que, estando comprendidas en la definición del inciso tercero 
del artículo 11, alcancen un monto de $ 500.000.000 (quinientos millones de 
pesos uruguayos) en el plazo previsto en el plan de inversión respectivo. Esta 
cifra será actualizada anualmente por el Poder Ejecutivo en base a la variación 
operada en el Indice de Precios al Consumo que fija el Instituto Nacional de 
Estadística. 

Artículo 17.- (Impuesto al Patrimonio).- Si por aplicación de lo dispuesto en el 
presente Capítulo, se otorgaran exoneraciones del Impuesto al Patrimonio, los 
bienes objeto de la exención se considerarán activos gravados a los efectos del 
cálculo del pasivo computable para la determinación de patrimonio gravado. 

Artículo 17-BIS.(Prescripción de tributos).- En el caso de tributos que fueran 
objeto de la aplicación de los beneficios tributarios otorgados de acuerdo con lo 
dispuesto por el artículo 15 de la presente ley, el término de prescripción previsto 
por el artículo 38 del Código Tributario quedará suspendido hasta que se cumpla 
la finalización de los plazos otorgados para dar cumplimiento a las condiciones 
que ameritaron la exoneración, o hasta la finalización del plazo otorgado para la 
utilización de los beneficios fiscales, si este fuese mayor. 
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Artículo 17-TER. (Interrupción de la prescripción).- En el caso de 
incumplimiento de las condiciones referidas en el artículo anterior, el término de 
prescripción del derecho al cobro de los tributos que hubieren resultado 
indebidamente exonerados, se interrumpirá por notificación de la resolución que 
revoque total o parcialmente los beneficios otorgados o de la resolución de la 
Comisión de Aplicación a que refiere el artículo 12 de la presente ley que declare 
configurado el incumplimiento de los compromisos asumidos por el beneficiario 
a efectos de la reliquidación de los tributos. 

Artículos 17- bis y ter agregados por 
 Ley Nº 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 727. 

  

Sección III 

Régimen de especialización productiva 

Artículo 18.- Créase un régimen de aceleración de la adecuación, destinado a 
facilitar la reconversión de las empresas en el marco del proceso de integración 
regional. 

De acuerdo a dicho régimen, las empresas podrán importar exoneradas del 
Impuesto Aduanero Unico a la Importación y de recargos, bienes originarios de 
los Estados Miembros del MERCOSUR, de la misma naturaleza y con el mismo 
destino económico que aquellos cuya producción discontinúan o reducen. Dicha 
exoneración estará sujeta al cumplimiento de un programa de exportación por 
parte de las beneficiarias. 

Encomiéndase al Poder Ejecutivo la reglamentación del régimen que se crea y 
el otorgamiento, total o parcial, de la exoneración establecida en este artículo, 
de acuerdo a las siguientes bases: 

A) El beneficio podrá otorgarse a aquellas empresas que discontinuado o 
reduciendo la producción de bienes alcanzados por el régimen de 
adecuación a la unión aduanera del MERCOSUR presenten un proyecto de 
aumento de exportaciones de otros bienes que produzcan. 

B) El Poder Ejecutivo podrá otorgar la exoneración parcial o total de los tributos 
a la importación de bienes originarios de los Estados parte del MERCOSUR 
para un bien o bienes de la misma naturaleza y con el mismo destino 
económico que aquéllos cuya producción se reduce y con monto máximo 
de importaciones determinado por dicha reducción. 
 
  Los industriales beneficiados por esta exoneración no podrán, durante la 
vigencia de la misma, incrementar el volumen de importaciones de los 
bienes mencionados por el régimen tributario común que realicen al 1º de 
enero de 1998. 

C) Los beneficiarios de este régimen deberán someter el Proyecto de 
Reconversión Productiva a consideración de la Comisión de Aplicación 
creada por el artículo 12 de la presente ley, la que previa consulta con las 

34



cámaras del sector empresario dará el asesoramiento correspondiente al 
Poder Ejecutivo para su aprobación. 
 
  Será tenida especialmente en cuenta a los efectos del referido 
asesoramiento, entre otros criterios, la estabilidad en la plantilla de 
trabajadores. 

Sección IV 

Estabilidad Jurídica 

Artículo 19.- (Garantía del Estado).- El Estado, bajo responsabilidad de daños 
y perjuicios, asegura a los inversores amparados a los regímenes establecidos 
en la presente ley y por los plazos establecidos en cada caso, las exoneraciones 
tributarias, beneficios y derechos que la presente ley les acuerda. 

CAPITULO IV 

NORMAS DE APLICACION GENERAL 

Sección I 

Contrato de crédito de uso 

Artículo 20.- Sustitúyese el artículo 45 de la Ley Nº 16.072, de 9 de octubre de 
1989, con la redacción dada por el artículo 5º de la Ley Nº 16.205, de 6 de 
setiembre de 1991, por el siguiente: 

 
"ARTICULO 45.- Las contraprestaciones resultantes de contratos de crédito 
de uso, estarán exoneradas del Impuesto al Valor Agregado, siempre que se 
cumplan simultáneamente las siguientes condiciones: 

 A) Que el contrato tenga un plazo no menor a tres años. 

 
B) Que los bienes objeto del contrato no sean vehículos no utilitarios, ni 

bienes muebles destinados a la casa-habitación. 

 

C) Que el usuario sea sujeto pasivo del Impuesto a las Rentas de la Industria 
y Comercio, Impuesto a las Rentas Agropecuarias o Impuesto a la 
Enajenación de Bienes Agropecuarios. 
 
  En caso de que no se cumpla alguna de las condiciones establecidas 
en los apartados anteriores, el Impuesto al Valor Agregado se aplicará 
sobre la amortización financiera de la colocación, salvo que el bien objeto 
de la operación se encuentre exonerado por otras disposiciones.
 
  La diferencia entre las prestaciones pactadas y la amortización 
financiera de la colocación y los reajustes de precio estarán exentos del 
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Impuesto al Valor Agregado, salvo que la operación estuviera pactada 
con quien no sea sujeto pasivo del Impuesto a las Rentas de la Industria 
y Comercio, del Impuesto a las Rentas Agropecuarias o del Impuesto a 
la Enajenación de Bienes Agropecuarios". 

Artículo 21.- Sustitúyese el artículo 46 de la Ley Nº 16.072, de 9 de octubre de 
1989, con la redacción dada por el artículo 5º de la Ley Nº 16.205, de 6 de 
setiembre de 1991, por el siguiente: 

 

"ARTICULO 46.- Acuérdase a las instituciones acreditantes un crédito por el 
Impuesto al Valor Agregado incluido en las adquisiciones de los bienes que 
sean objeto de contratos de crédito de uso, siempre que los citados contratos 
cumplan con las condiciones establecidas en el inciso primero del artículo 
anterior. El crédito se anulará cuando el contrato pierda la exoneración del 
Impuesto al Valor Agregado. El Poder Ejecutivo establecerá la forma y 
condiciones en que las instituciones acreditantes harán efectivo el crédito 
anteriormente indicado o su pérdida cuando corresponda. 
 
  En caso de cancelaciones anticipadas que reduzcan el plazo a menos de 
tres años, el Impuesto al Valor Agregado deberá liquidarse de conformidad 
con lo establecido en el artículo 45 de la presente ley. En tales casos deberá 
abonarse dicho impuesto más el recargo mensual indemnizatorio a que hace 
referencia el inciso segundo del artículo 94 del Código Tributario. 
 
  En caso de rescisiones judiciales y homologadas judicialmente que 
signifiquen una reducción del plazo pactado a períodos de menos de tres 
años, se mantendrá la exoneración del Impuesto al Valor Agregado, aplicable 
a los contratos de más de tres años de plazo". 

Artículo 22.- Sustitúyese el artículo 27 de la Ley Nº 16.072, de 9 de octubre de 
1989, por el siguiente: 

 

"ARTICULO 27.- La restitución forzada de la cosa por falta de pago de las 
cuotas periódicas estipuladas, no podrá requerirse sino cuando el usuario 
cayere en mora en el pago de dos cuotas consecutivas, si fueren por períodos 
no mayores de un mes y de una cuota en los demás casos". 

Artículo 23.- Sustitúyese el artículo 32 de la Ley Nº 16.072, de 9 de octubre de 
1989, con la redacción dada por el artículo 4º de la Ley Nº 16.205, de 6 de 
setiembre de 1991, por el siguiente: 

 

"ARTICULO 32.- El procedimiento para obtener la restitución forzada en los 
casos previstos en los artículos 27 y 29 de la presente ley, será el del 
proceso de entrega de la cosa. Sólo serán admitidas como excepciones: la 
de falsedad del instrumento en que se funda la acción; la falta de algunos de 
los requisitos esenciales para la validez de los contratos; pago o 
compensación de crédito líquido y exigible que se prueben por escritura 
pública o por documento privado emanado del actor; prescripción; caducidad; 
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espera o quita concedidas por el demandante que se prueben por escritura 
pública o por documento privado emanado del actor y la excepción de 
haberse ejercido válidamente alguna de las opciones previstas por 
el artículo 29 de la presente ley. Las excepciones inadmisibles serán 
rechazadas sin sustanciación (artículo 355.2 del Código General del 
Proceso). 
 
  Si los escritos en que se deduzcan las excepciones no van acompañados 
de los documentos probatorios respectivos, se procederá conforme a lo 
dispuesto en el artículo 355.2 del Código General del Proceso". 

Artículo 24.- Las normas a que refieren los artículos 20 a 23, se aplicarán a los 
contratos que se celebren a partir de la vigencia de la presente ley. 

Sección II 

Disposiciones varias 

Artículo 25.- (Solución de controversias).- Toda controversia relativa a la 
interpretación o aplicación de la presente ley que se suscite entre el Estado y un 
inversor que hubiere obtenido del Poder Ejecutivo la Declaratoria Promocional, 
podrá ser sometida, a elección de cualquiera de los mismos, a alguno de los 
siguientes procedimientos: 

A) Al del Tribunal competente. 

B) Al del Tribunal Arbitral, que fallará siempre con arreglo a derecho, conforme 
con lo establecido en los artículos 480 a 502 del Código General del 
Proceso. 

Cuando se haya optado por someter la controversia a uno de los 
procedimientos previstos precedentemente la elección será definitiva. 

Lo dispuesto en los párrafos precedentes será de aplicación con relación a los 
inversores extranjeros en caso de ausencia de tratado, protocolo o convención 
internacional en materia de solución de controversias, en vigor a la fecha de 
suscitarse las mismas. 

Artículo 26.- (Fusiones y escisiones).- Facúltase al Poder Ejecutivo a exonerar 
del Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio, del Impuesto al Valor 
Agregado y del Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales que graven las 
fusiones, escisiones y transformaciones de sociedades, siempre que las mismas 
permitan expandir o fortalecer a la empresa solicitante. 

En el caso de que el Poder Ejecutivo ejerza la facultad a que refiere el 
inciso anterior, no será exigible la escritura pública para la transferencia de 
bienes, derechos, obligaciones o gravámenes comprendidos en la trasmisión 
patrimonial operada como consecuencia de los referidos actos (artículo 122 de 
la Ley Nº 16.060, de 5 de diciembre de 1989). 
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Artículo 27.- (Impuesto a las hipotecas).- Derógase el Impuesto a las hipotecas 
establecido por el artículo 7º de la Ley Nº 10.976, de 4 de diciembre de 1947, en 
su redacción modificada por la Ley Nº 12.011, de 16 de octubre de 1953, y por 
el artículo 200 de la Ley Nº 13.728, de 17 de diciembre de 1968. 

Artículo 28.- (Prendas sin desplazamiento).- Las prendas sin desplazamiento 
previstas en las Leyes Nº 5.649, de 21 de marzo de 1918, Nº 8.292, de 24 de 
setiembre de 1928 y Nº 12.367, de 8 de enero de 1957 y en los artículos 58 y 
siguientes de la Ley Nº 15.939, de 28 de diciembre de 1987, podrán constituirse 
a favor de cualquier acreedor para garantizar todo tipo de obligaciones del 
propietario del bien que se da en prenda o de terceros. 

Artículo 29.- Derogado por Ley Nº 18.091 de 07 de enero  de 2007 artículo 6. 
 

Artículo 30.- (Trasmisión de títulos valores y facilitación de la circulación de las 
garantías que les acceden).- Agrégase al artículo 10 del Decreto-Ley Nº 14.701, 
de 12 de setiembre de 1977: 

 

"Los derechos emergentes de las garantías reales o personales que accedan 
a un título valor, se transferirán de pleno derecho por la sola trasmisión del 
título valor en el que conste la garantía que le accede, sin necesidad de 
inscripción alguna. Para la trasmisión de garantías que respaldan títulos 
valores objeto de oferta pública se estará a lo que disponga la legislación 
específica en la materia.
 
  Las garantías reales que se constituyan para asegurar el cumplimiento de 
obligaciones cartulares se inscribirán en los Registro Públicos 
correspondientes individualizando el título valor garantizado, su emisor, 
objeto, monto, vencimiento y demás elementos que correspondan a su 
naturaleza. A los efectos de la referida inscripción registral no será necesario 
identificar a los sucesivos tenedores del título garantizado. 
 
  Las garantías se cancelarán por declaración unilateral del deudor y la 
exhibición del título valor. En defecto de la exhibición del título, para obtener 
la cancelación de la garantía deberá acreditarse ante el Registro, o ante el 
depositario, en su caso, la consignación judicial de los importes". 

Artículo 31.- El Poder Ejecutivo informará anualmente a la Asamblea General 
sobre la aplicación de la presente ley. 

Artículo 32.- (Derogaciones).- Deróganse la Ley Nº 15.837, de 28 de octubre 
de 1986, y los Decretos-Leyes Nº 14.179, de 28 de marzo de 1974, y Nº 14.244, 
de 26 de julio de 1974. 
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Decreto-Ley Nº 15.605 
de 27 de julio de 1984 

 
CREACION DEL INSTITUTO NACIONAL DE CARNES 

 

Artículo 2º.- El Organismo que se crea, en cumplimiento del fin expuesto, 

tendrá como objeto promover, regular, coordinar y vigilar las actividades de 

producción, transformación, comercialización, almacenamiento y transporte de 

carnes bovina, ovina, equina, porcina, caprina, de ave, de conejo y animales de 

caza menor, sus menudencias, subproductos, subproductos cárnicos. 
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